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Artículo 1"5

Régimen del profesorado.
ilerechos del educando.
Frornoción de la educación privada.

El profesoradn en la etueita,nzo 
"fr"iol 

es c@rre¡a püli-
ca. La ley establece lns requisitos poro d,esempeñarse
cotrw d,irecnr o profesor dn un centro edtrca,tioo, asl corno
sus d,erechot y obligacinnes. El Estadn y la sociedad,

procurant, su eualu.a,ción, copacitación, profesiotwlizo-
cün y promación perfiulnentfr*
El e&rcando ti.en¿ d¿rechn o wu, fonnación quc respetc
su ida*idad,, a,sl cot¡w ol buen trato psicológi¿o y fti"o.
Todfl persorur,, natura,l o juríd,ica, tienc el dnrecho dn
pronloüer y conducir instituniones edtrcotioas y el de
trar*ferir la, propiedad d,e Etas, conlonne a lq.

CONICORDANCIAS:
C.: arts, 2 incs. 1),19);6,73,74,76,77,78,
19,23,40, 58,200inc 2); C.P.CI.: at37 nc.
1 8); ky 24029;D.S. 19-90-ED; D.U.D.H.:
arts. 18, 26; P.Í.D.C.P.: arts. 78, Z7;
P.I.D.E.S.C.: a* "13.4; C..{D.H.: a* 72

Max Salazar Gallegos

7. Postulado: (tel ptofesorado err la enseñ,anza oficial
es cafrera pública"
La educación es un servicio esencial. Esta puede ser brindada a través de enti-

dades pdvadas, conducidas por particulares, o por entidades públicas, conducidas
por el Estado. Adicionalmente, debe considerarse la posibilidad de que todo o Parte
de los servicios que ofrecen las escuelas públicas puedan ser transferidos bajo cual-
quier modalidad permitida por la ley para ser conducidas y administradas por priva-
dos. No es tampoco ajena a la educación la colaboración asociaavay/o societaria
entre unos y otros. Asimismo, y como ya se ha expuesto en comentarios anteriores, el
Estado pu:de ,r' Cebe cumplir una labor fiscaltzadora y socializzdora en las entidacJes

privadas. Esta última función puede ser conducida por terceros.

Lalabor del profesorado se ejecuta, primordialmente, en cualquiera de las insti-
tuciones mencionadas. En este sentido) Lrn profesor tiene el derecho, y por tantq la
posibilidad de acceder, de acuerdo a sus aptitudes, a la prestación de servicios perso-
nales en la entidad que lo acojaparutÁ, fin. El Estado debe procurar que las personas
puedan tener la oportunidad de elegir, velando por las condiciones necesari^s pal'a
e11o.

-
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AffiY, T § ME LA PER§OBSÁ Y DÉ LA §OCEEtsAD

La persona puede en determinados casos desarroüar su labor, a tiempo com-
partido, en diferente tipo de insutuciones, públicas y privadas.

Si la labor del profesor se desenvuelve en una institución conducida por el
Estado, bajo determinadas concliciones, este tiene el derecho a ser reconocido dentro
del escalafón público, como funeionario de carrera.

Si bien es cierto ei derecho se encuentra consagrado constitucionalmente, y en
taflto así no se discute su validez y ejercicio, flo es menos cierto que tal precepto
podría ser contrario a los criterios que d.icta la eficiencia en determinados supuestos.

En efecto. Y es que el Estado no es el único que puede brindar el servicio
educativo, / eü algunos casos puede incluso absuaerse de la conducción directa de las
instituciones que hoy se encuentran bajo su cargo, si es que estas llegan a compren-
det un cumplimiento oneroso que dificulte su participacióny comprometa innecesa-
riamente sus recursos, de irtaftetaque su capital se diluya. Esto no significa de ningún
modo que el Estado claudique en su obligación; por el contrario, puede llegar a cons-
tituir en ultima instancia una forrna de administración económica que signifique una
mayor colaL,oración de parte de los particulares y de la comunidad en general en el
proceso de socialización de la persona. Un escenario como el planteado puede supo-
ner que Ia carcera pública en la enseñanza oficial pueda desaparecer, supüéndola por
la carcera pdvada. En general, tras iniciativas para incrementa( la participación del
sector privado en etr púbüco pueden tornar diversas formas de financiamiento: admi-
nistración;privaúza-ción; asociación o una combinación de las mencionadas.

Debe considerarse que tras instituciones o empresas públicas en general, como
preferimos liamarles, flo cuentan con capital de riesgo ptopio alguno, si considera-
mos a este último concepto como un patrimonio autónomo de inversión sujeto a la
administración de una orgarización funcional que forma parte de un centro de im-
putación de deberes y derechos. Esto hace más discutible los efectos de la adminis-
trución púbiica versus la privada.

Dentro del esquema planteacio por lanorma,el profesorado se constituye como
una actividad basaCa en reglas de derecho que deben ser observadaspzra su correcto
ejercicio.

Cuando el Estado cre y se hace cargo de una c^rrera pública significa que
asume la responsabil-idad resplecto de la misrna. Ello implica invertir en labor buro-
cráaca, desde la elaboración de la legislación correspondiente hasta la creación Ce

condiciones para su total eiecución. Económicamente significa una erogación que
debe traducir beneficios a la comunidad, por encima de los que pueda ofrecer la
educación privada. Si el Estado no cumple con este precepto, se encontrará a sí

mismo violando sus propios principios, y err ese caso, defraudando la confianza de-
positada en él por parte de la sociedad.
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Z. Iloseu¡J.ad+: 
n$.a ley estableee los requisi.tos pafa desern-

peñarse cúÍmú di.reetof G glfofesor de ¡¡r¡ centflo edr.r-

iatívo, así coÍ?xo sals derechos y obligaciofies. El
Estado y Áa soeiedad procuraffi su evaluraeión, capa-
citacióra, profe s iasaalizaci ót-e y pÉofmo ción p erfrra-
nefiÉes"

Este precepto no contiene alusiones discriminatorias, por lo que es de apüca-

ción tanto patala actividad privada como paruIz pública'

Se espera que estas tareas sean desempeñadas únicamente Por aquellos que se

encuentrerl en capacidad de hacerlo. El estánd;rt en cada caso lo establece el Estado.

Lalabor educativa no constituye un sector del mercado que pueda tomarse a Ia

hgera. Si bien es cierto que la prestación de bienes y servicios se rige por muchas

reglas que le son comunes, la educación supone una resPonsabiüdad superior a la

media, que merece fn yot atención por parte nuestra.

El precepto constirucional destina su reglamentación al Congreso de la Repú-

büca, de maneta que se establezcan apropiadamente las condiciones Para su aphca-

ción. Es amplio ei margen para legislar al tespecto. Deben considerarse las condicio-

nes imperantes en el tiempo y el lugar.

Todas las entidades, llámense públicas o privadas, sea cual fuere el objeto para el

cual se hayan constiruido, deben contar con un administrador responsable, confor-

me a las regias establecidasp^t^cada tipo social, en este caso se designa al director. Se

comprende que cada centro educativo debe tener un administrador que responda

por el cumplimiento de los fines de la institución. Laley debe determinar estas res-

ponsabilidades dentro de [mites razonables. Las capactdades y aptitudes exigidas

para dirigy un centro educativo no son las mismas que en otros casos. Se busca

determinada formación y experiencia.

El Estado se ha impuesto a sí mismo la labor de evaluación, capacitación, pro-
fesionalszación y promoción permanente. La mención efectuada a la promoción ten-

drá que sujetarse a las condiciones delatama elegida.

3" Fostulado: nnel edercando tiene derecho a ufla forrma-
ción que fespete str identidad, así corno al buen tfa-
to psicológico y físico"
Se trata de un precepto ql-e resulta reiterativo. El artículo 2 nurneral 1 de la

propia Constitucrónyaestablece de manere clara que toda persona tiene derecho a su

identidad y a su integridad psíquica y fisica. Cada persona tiene características Pro-
pias. Tal disposición engloba de hecho y por derecho todas las actividades a las cuales
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AffiT. f5 DE LA PERSO5UA Y trE LA SOCIEDAD

se puedan ayacar las personas, por lo que su cumplimiento resulta irrestricto. Se trata
de derechos que corresponden al ser humano por el solo hecho de existir y que
todos debemos respetar.

No se admite ninguna forma de trato que discrimine estos derechos.

4. FostuLado: t'toda persona,, taatural o iurídica, tiene
derecho de pror)rover y conducir instittlciones edu-
caÉivas y el de transferir la propiedad de estas, corr-
forme aley"
No parece acertado haber introducido el párrafo bajo comentario en el texto

del artículo. Sin embargo, tal falta de técnica es evidente a lo largo de todo el texto
constitucional.

Este precepto guarda implicancias en extremo importantes, pues reconoce una
serie de derechos que en algunos casos no sorl lo suficientemente entendidos en toda
su dimensión.

En primer lugar, debe tomarse en cuerlta que se encuenüa dirigido principal-
mente a los particulares y de manera securrdaria a la empresa pública. El Estado
ejecuta, en este sentidq una labor subsidiaria. En ningun partedel texto constitucio-
nal encontramos obligatoriedad por parte del Estado o de sus empresas para consti-
tuir, dirigir y conducir instiruciones públicas educativas.

En segundo lugar, se reconoce el derecho pua que cualquier particular, indivi-
dualmente considerado, pueda desarrollar estas actividades. Las personas narurales
están sujetas a ios requerimientos de ley para el ejercicio de este derecho. Las leyes
especiales sobre la mztena deben considerar, de manet^ tazoflable y sin violar los
demás preceptos constirucionales, que la persona rcúna las condiciones necesarias
para ello.

En tercer lugar, Ia norma permite que los particulares, bajo determina da orga-
ruzación de carácter societario o asociativo, puedan elegir y dedicarse a estas activida-
des. Nuestra Constirución no reconoce a los sujetos de derecho no personificados la
capacidad para conducir instituciones educativas. En función a este esquema, se pue-
de colegir un defecto importante en Iz norma, pues se discrimina al grupo de perso-
nas otganizadas con uri fin val-ioso, con reconocimiento parcialy subjetividad pata el
desarrollo de estas iabores. No puede modificarse ni extenderse el alcance del texto
por vía interptetativa ni por norma de rango inferior. Estas actividades, entonces,
solo pueden ejecutarse, adicionalmente a la personz rratLual, por entes organizados
colectivamente y teconocidos como personas jurídicas, merced al proceümiento es-

tablecido por el Estado en cada caso, después de cumplidas las normas correspon-
dientes. Sin embargo, en la prácúca esto no ocurre así.
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En cuarto iugar, el precepto se refiere alaactividad de promoción. Se reconoce

h posibilidad de que una persona se configure como promotor de una entidad edu-

cativz., de forma individual o colectiva.

Las definiciones de los institutos jurídicos expresadas en una norma áe carácter

generalresultan para elderecho,las más de las veces, innecesarias. Si bien es cierto en

algunos casos pueden resultar útiies, suelen incurrir en errores conceptuales e impo-

nJn iimitaciones prácticas al desarrollo, entre otros. Su contenido es y debe ser deja-

do en esas ocasiones a la labor doctrinaria, la jurisprudencia y a otras fuentes más

infotmadas; máxime cuando se trata de deümitar LLrLa materia con un contenido deli-

cado y cambiante, Poco estático, como es el caso zctual-

El caso del promotor de una institución educativa es un clato ejemplo a consi-

derar.Lanorma se despoja de toda intención de clasificación al respecto. No obstan-

te, resulta curioso ei trato que se le otorga, pues no se tfata de una figura que haya

sido atendida de manetanotabie por ios operadores jurídicos. A nivei constitucionai,

en el antecedente más próximo que encontramos (Constitución del 79) no se dice

nada al respecto. Se ha descartado ia fórmula utilizada en aquel entonces, que impli-
caba un acto fundacional, por la refeddz en el texto materia de estudio. Esa misma
ref.ercncia deberá encausar, efltonces, los extremos de esta figura. En 1o que nos

atañ.e,ya hemos esbozado en el pasado, en otros trabajos, un intento de clasificación
de este instituto, si bien reconocemos impreciso, no por ello carente de validez y
uulidad.

En quinto lugar, la norma hace mención al derecho que tienen las personas

para dedicatse a la conducción de instituciones educativas. Conducir una entidad
educativa impüca decidir el camino que esta ha de recorrer, tanto.en el presente como
en el futuro. Para el modelo educativo, desde siempre, la conducción no ha sido

consideradabalo la misma identidad conceptual que rige pan elresto de actividades
económicas. Este es otro ejemplo de ia especiaüdad de los vocablos y definiciones en

io que ha institutos jurídicos se reftere, aunque, debemos si aclara4 aquí resultan

privativos de la legislación educativa"

Ambas concepciones, promover y conducir, se encuentran sujetas a los dicta-
dos de la\ey. No se trata d,e derechos que puedan ejercerse de manera indiscriminada,
sino que encuentran sus límites en la legisiación educativa. Se trata de una actividad
que cumple un rol fundamental al interiot de la sociedad, consagrada constitucional-
mente, y que se consideru pllar fundamental del desatrollo personal y comunitario.
La Constitución reconoce y considera importante promover, a su vez, el interés de
los paticularcs pan su dedicación a estas actividades, pero al mismo tiempo impone
un orden legal que debe basarse á su vez en el mandato aludido.

La actividad de promoción rro necesariamente va a;wnadz a la conducción de
una institución educztiva. Debe considerarse que pueden ejercerse ambos, uno u
otro derecho.

ne
Iu-
llt-

ratl
que

:xto

una

:xto

oda

pal-
ado
cio-
rsti-

livi-
ales

:yes

los
.rias

rga-
ida-
>s Ia

)ue-

rso-
:a el

lxto
,CCS,

.dos

I es-
)On-

465



ART. 3 5 DE LA PEFB§OB\¡A Y DE LA SGGAÉDAD

Finalmente, el precepto en cuestión reconoce un elemento esencia! para el de-

sarrolio de casi cualquier actiüdad económica: el derecho de propiedad.

En efecto, de acuerdo al texto constitucional,las personas naturaies y jurídicas

goz ndel derecho de propiedad sobre las instituciones que promuevan y conduzcan.

Ahora bien, la creación de derechos exclusivos es una condición necesaria pero
no suficieflte pan el uso eficiente de los recursos, y par que un derecho de propie-
dad pueda ser maximizadoy ejercido positivamente, es menester que existan las con-
cliciones para su libre transferencia. Esto también es considerado pot ei precepto.

El texto debe ser entendido dentro de un determinado contexto. Se trata de un
derecho que puede ser ejercido solo cuando las condiciones en cada caso lo posibili-
ten. I.do todos ios promotores y conductores de instituciones educativas gozan de

este derecho. La problemáúcapara su apücación va más alládel enunciado expuesto,
y tiene que veí con las características del mercado educativo efl nuestro país hasta

antes dela entrada en vigencia de la actual Constitución, y aun tiempo después, pues

se han requerido reformas legales especiales para quienes deseen hacerlo valer, todas

lamentablemente insufi cientes.

Así, de acuerdo a la Norma Fundamental de7979,la educación no podía tener
fines iucrativos (presupuesto al que no encuentro ningunarazó¡ doctdnario-legal), y

en ese sentidq la organtzación de los particulares para su conducción debía respetar

este precepto. Adicionalmente, la Constitución áeI79 y ia legislación que le siguió, en

un imperdonable despropósito legal que aún hoy impera, omitió conceder la perso-
nificación como categoúa jurídica a las instituciones educativas y su clasificación
correspondiente, no haciendo mención alguna al respecto; incluso obviándole un
estatlls generai de sujeto de derecho.

Conforme a lo expuesto,la orgatización de los promotores y de las institucio-
nes educativas era sin fines de lucro con la anterior norma constitucional.Parala
orgarización de los promotores de los institutos educativos como entes colectivos se

utilizat,a el vehículo jurídico de la asocíaciín, regulado por el Código Civil; y paralas
instituciones educativas no se asimilaba ninguno conocido de manera expresa.

La asociación, como cuaiquier otro sujeto de derecho privado sin fines de lucro,
comparte con los de su género, entre otras, lz catacterística de caÍecer de propietario.
En este mismo sentido, ha de tomarse en cuenta que una entidad educativa carente
de asimilación dentro de los entes colectivos reconocidos, tal como lo plasmaban las

normas y se arrastra parcialmente hasta ho¡ resulta vrra esfera etérca sobre Ia cual
ejercer control efectivq comúnmente reducida a un simple bien, y sujeta aL amparo
del Derecho de los Contratos y no aL de las PersonasJurídicas.

De esta forma, se colige que sin cofltar con una normativa clrla y suficiente
sobre el particular, resultaríalegalrnente irnposible transferir un bien sobte el cual:

4t{¡o
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E¡€ L@S DÉffiECH@§ §GCgALffiS Y EGEFÉGMSC&S ART. T 5

(i) no se tienen derechos de propiedad; y (ii) no se encuentra definida su esencia o de

hecho se torna ercada su concepción.

Para poder concedede a una persona la posibilidad a transferir un bien, debere-

rnos recCInocede en primer lugar la propiedad sobre ese bien; luegq quizás, definir
ese bien (no necesariamente en ese orden).

En este sentido, el mandato constitucional resultaría inaplicable par el caso de

las instituciones educativas, en cuanto estas y sus promotores se encuentren ordena-

das como entidades carentes de animu¡ lucrandi. Así, y entendiendo que el Derecho no
inventa sino que ordena, y que en la frorma subyace el criterio para su aplicación,

debemos considerar que esta debe incluir supuestos más extensos que los que hemos

afirmado hasta este puflto, pues 1o contrado, reiteramos, impücaúa su inaplicabili-
dad.

En efectq y es que el análisis no se agat^ en 1o que el texto pueda describir, sino
que también debe tomarse eri cuenta lo que no dice y /o lo que ha omitido decir en

relación a estos supuestos o hechos relacionados.

Nuevamente, debemos acud"ir al texto precedente, es decir, el propuesto por Ia
Constitución del 79.Esta última üctaminaba de nTattera expresa el supuesto de la
finalidad no lucrativa para este tipo de actividades. La fótmulanoha sido repetida en

IaacaruLCartaMagna y por el contrario, se ha considerado posibilitar que se tansfie-
ra la propiedad de las instituciones educativas.

Nuestro análisis nos lleva a inteqpretar que la acr¡al,Constitución permite que
las instituciones educativas puedan adoptar tipos jurídicos que viabilicen Ia distribu-
ción de utilidades entre sus miembros; esto es, formas societarias baloLa titularidad
de personas reconocidas y que cuentan a su vez con títulos representativos de pati-
cipación social.

Ei texto constitucional ptecedente, es decit, el contenido en la Norma Suprema
de 1,979, era restrictivo en este aspectq mientras que el actual es permisivo.

La tnnsferencia de propiedad de las instituciones debe ser reglamentada por
ley. Se requieren mecanismos que estimulen al propietario de una instirución ¿ trasfe-
rirla a quien pueda conducida de mzfieta. más eficiente. Lógicameflte, el nuevo pro-
pietario deberá cumplir con los requisitos mínimos exigidos por iey para desempeñar
esa función.
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ART. 15 DE LA PERSOruA Y DE LA §OCIEDAD

SALAZAR GALLEGOS, Max. ¿Unifcación, transforruación, fusión o creación de

personas jurídicas? A propósito del caso de la adecuación de instituciones educatio-as.
En: Revista "Actualidad Jurídica", Tomo \23, Caceta ]urídica, Lima, Z0A4;
SALAZAR GALLEGOS, Max. La screditación uniaersitaria. Globalización e

internacionalización de la educación superior. En: "Hacia una nueva universidad en
el Perú". Compilación de ponencias. Editores: UNESCO, UNMSM, Universi-
dad Ricardo Palma. Perú, 2003. INSTITUTO NACIONAL DE ESrADÍsuca E
INFORMATICA, Perú. EncuataN acional de Hogares 2ffi1 Eru www.ineigob.pe; PGNE&
Richard A.El analisis económia delDeredn.lu edición. Fondo de Cultura Económica,
México, 1998; FRIEDMAN, Milton y Rose. Libertad de elegir. Lu edición. Ediciones
Orbis S.A. España.L9B3; COOTE& Robert y ULEN, Thomas. Lazts and Economics.
2'edición. Addison. Wesley. USA, 1997. SAMUELSON, Paul A. y NORDHAUS,
William D.Economía. Decimosexta edición. Mc Graw Hill. España,1999;HOUSE,
Emest R. Schoolsfor sale. Teacher College Press, Columbia University. New York,
7998; SLAUGHTER, Sheila y LESLIE, Larry L. Academic capitalisrn 1, edición.
The ]ohns Hopkins university Press. uSA, 1999. RUCH, Richard s. Higher Ed,
inc. lu edición. The Johns Hopkins University Press. USA. 2001. BRECCiA,
BIGLIAZZI GERI, NATOLI Y BUSNELLI. Derecho Ciail.Torno I, Vol. 1, 1a edi-
ción. Universidad Externado de Colombia. Colomb ia. 1992; FERRARA, Francis-
co. Teoría de las personas jurídicas. Editorial Reus. Madrid. 7929; ESPINOZA
ESPINOZA, Juan. Derecho de las Personas.3a edición. Editorial Huallaga. 200L.
ATALIBA, Geraldo. Hipótesis de incidencia tributaria. Instituto Peruano de Dere-
cho Tributario. Lima,1992; BERNALES BALLESTEROT Enrique. La Constitu-
ción de 1-993. Análisis comparado. 5u edición. Editora Rao SRL. Lima, 1999.
EKMEKDJIAN, Miguel Angel. Tratado deDerecho Constitucional.Tomo I. Edicio-
nes Depalma. Buenos Aires, 1993; RAMELLA, Pablo A. Derecho Constitucional.
3'edición. Ediciones Depalma. Buenos Aires, 1986; REVISTA EDUCACIóN
SUPERIOR Y SOCIEDAD. Volúmenes 8 y 9, N'1,1997 y 1998 respectivamente.
VARIOS AUTORES: Ln uniaersidad latinoamericana ante los flueaos escenarios de la
región.1" edición. Universidad Iberoamericana A.C. México,1995. REVISTA IBE-
ROAMERICANA DE EDUCACIÓN, No L4. Financiación de la educación. Edicio-
nes de laOrgarización de Estados Iberoamericanos. 1997; CHEN, Derek H.C.y
DAHLMAN, Carl J. Knozuledge and deaelopment: A cross - section approach. The
World Bank Group. Working paper (N" 3366). 20M; WOLFF, Laurence y DE
MOURA CASTRO, Claudio. Public or priaate education for Latin America?. Banco
Interamericano de Desarrollo. Sustainable Development Department. Technical
papers series; CARNOY,Iv1artin y DE MOURA, Claudio. ¿Qué rumbo debe totnar
el mejoramiento de la educación en América Latina? Banco Interamericano de Desa-
rro11o. Publicaciones.l99T;COASE, Ronald H.Tlrcproblemof socialcost.Readings
in Microeconomics. William Breit and Harold M. Hochman eds, Holt, Rinehart,
and Winston. New York, 1968;LAIZAGA, Eduardo. Responsabilidad ciail de los
establecimientos educatiaos.-I^ edicién. Abeledo Perrot. Buenos Aires, 2000. El
crédito educatiao como inaersión social permanente. Apice. Lu edición. Colombia.
1999. VARIOS AUTORES: El difcil equilibrio:la educación superior como bien públi-
co y comercio de serz¡icios Columbus. Perú, 2003; AGUILAR BROUGHTON, Renato.
Economía y educación Vol. 2. No L. Revista Enfoques Educacionales. Facultad de
Ciencias Sociales de la Universidad de Chile. 1999; CARLSSON, Ola. Aspects of
internal organization and priuatization: profit as. non profit in education and social
seraice. School of Economics and Management, Lund University, Suecia, 2003.

I

468


